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PROYECTO DE LEY No. ____ de 2026 CAMARA

Por medio de la cual se prohíbe la apología al terrorismo y su
exaltación, se garantiza la integridad, dignidad y honra de las

víctimas y se dictan otras disposiciones

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por finalidad prohibir y
sancionar la apología y exaltación al terrorismo, así como cualquier forma
de conmemoración, homenaje o reconocimiento a personas responsables
de violaciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos,
infracciones al Derecho Internacional Humanitario, narcotráfico y actos
terroristas, promoviendo una cultura de respeto a los derechos humanos
y la memoria histórica.

Artículo 2º. Prohibición de la apología y exaltación. Se prohíbe la
realización de actos públicos o privados, sean estos de carácter estatal o
no, que conmemoren, exalten, glorifiquen o rindan homenaje a personas
u organizaciones ilegales nacionales o extranjeras, cuyos miembros hayan
sido sancionados, condenados, amnistiados, indulatados o se les haya
beneficiado con la renuncia a la persecución penal por conductas
constitutivas de violaciones al Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario,
narcotráfico, terrorismo o actividades relacionadas con grupos de
delincuencia organizada, grupos armados al margen de la ley o grupos
terroristas nacionales o extranjeros, incluso si estos
han sido desarticulados.

Parágrafo 1°. Excepciones. No constituyen apología ni exaltación en los
términos del presente artículo: a) las expresiones periodísticas,
históricas, académicas, artísticas o culturales que analicen, documenten,
investiguen o representen críticamente hechos relacionados con el
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conflicto armado, siempre que su finalidad no sea enaltecer o justificar
a los responsables de las conductas descritas en el artículo 1° de esta ley;
b) los actos de reconocimiento de responsabilidad, contribución a la
verdad, reparación simbólica y demás actuaciones ordenadas, avaladas
o desarrolladas en el marco del Sistema Integral de Verdad, Justicia,
Reparación y No Repetición, incluyendo la Jurisdicción Especial para la
Paz y la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad; y c) el ejercicio
legítimo del derecho a la oposición política y a la libertad de cátedra,
siempre que no impliquen enaltecimiento de las conductas descritas en
el artículo 1° de esta ley.

Parágrafo 2°. Para efectos de la presente ley, se entenderá por
organizaciones terroristas, grupos armados al margen de la ley o grupos
de delincuencia organizada aquellos que hayan sido reconocidos como
tales mediante sentencia judicial en firme, acto administrativo de
autoridad nacional competente, o declaratoria expresa del Gobierno
Nacional o de organismos multilaterales de los que Colombia hace parte.

Artículo 3. Actos conmemorativos o de exaltación. Para efectos de la
presente ley, se entienden como actos conmemorativos o de exaltación
las siguientes conductas:

A) La realización de homenajes, menciones honoríficas,
condecoraciones, reconocimientos o la entrega de premios, ya sean
de carácter público o privado.

B) La exhibición, instalación o difusión de monumentos, placas,
murales, escudos, banderas, pancartas, pendones, piezas
publicitarias u otros elementos similares que aludan, exalten o
impliquen reconocimiento o distinción, ya sea de forma individual o
colectiva.

C) La publicación o difusión de mensajes de reconocimiento,
exaltación o distinción en cualquier formato a través de redes
sociales, medios de comunicación masiva o plataformas digitales.

Artículo 4. Adiciónese el presente literal al numeral 2 del artículo 33 de
la ley 1801 de 2016:
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“f) Elaborar murales, otorgar condecoraciones, rendir homenajes,
exhibir o enarbolar banderas, pancartas, pendones u otras piezas gráficas
que aludan, exalten o impliquen reconocimiento o distinción, ya sea de
manera individual o colectiva, a personas u organizaciones nacionales o
extranjeras que hayan sido sancionadas, amnistiadas o públicamente
reconocidas por conductas constitutivas de violaciones al Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho
Internacional Humanitario, narcotráfico, terrorismo, o que pertenezcan
a grupos de delincuencia organizada, grupos armados al margen de la ley
o grupos terroristas nacionales o extranjeros, incluso después de su
desarticulación.

Artículo 5. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 53 de la ley 1801
de 2016:

“Parágrafo 3º. Ninguna autoridad administrativa podrá autorizar
reuniones o manifestaciones públicas que busquen conmemorar o exaltar
a personas y organizaciones nacionales o extranjeras; sancionadas,
amnistiadas o reconocidas públicamente por comportamientos
constitutivos de violaciones al Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario,
narcotráfico o terrorismo, así como a grupos de delincuencia organizada,
grupos armados al margen de la ley, grupos terroristas nacionales o
extranjeros, aún después de su desarticulación.”

Artículo 6. Faltas disciplinarias. Los servidores públicos y los particulares
que, de manera permanente o transitoria, ejerzan funciones públicas y
autoricen, promuevan, convoquen, patrocinen o participen en actos
públicos prohibidos por la presente ley, incurrirán en falta gravísima,
quedando sujetos a las sanciones disciplinarias previstas en la Ley 1952
de 2019, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que haya lugar.

Parágrafo. Quienes sean sancionados disciplinariamente en los términos
de este artículo quedarán inhabilitados, durante el mismo término de la
sanción principal, para acceder a subsidios, beneficios o programas
sociales del Estado del orden nacional o territorial, con excepción de
aquellos de carácter alimentario básico o dirigidos a la protección de
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menores de edad, personas en situación de discapacidad o adultos
mayores.

Artículo 7. Sanción administrativa a particulares. Los particulares que
realicen, promuevan, difundan o participen de actos prohibidos en esta
ley, tales como homenajes, exaltaciones, reconocimientos o cualquier
acción descrita en los artículos anteriores, serán sancionados con multa
equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 8. Procedimiento y autoridad competente. Las faltas
disciplinarias de que trata el artículo 6° de esta ley serán investigadas y
sancionadas por la Procuraduría General de la Nación, o por las oficinas
de control interno disciplinario según el caso, conforme al procedimiento
establecido en la Ley 1952 de 2019 o las normas que la modifiquen o
sustituyan. La multa prevista en el artículo 7° de esta ley será impuesta
por los Inspectores de Policía competentes, en ejercicio de la función
atribuida por el artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, mediante el Proceso
Único de Policía previsto en dicha ley, garantizando en todo caso el
derecho de defensa, contradicción y doble instancia.

Artículo 9. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

PEDRO ALEJANDRO MURCIA LAMPREA

Representante a la Cámara por los colombianos en el Exterior

Partido Centro Democrático

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara
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_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

PROYECTO DE LEY No. ____ de 2026 CAMARA

Por medio de la cual se prohíbe la apología al terrorismo y su
exaltación, se garantiza la integridad, dignidad y honra de las

víctimas y se dictan otras disposiciones

I. INTRODUCCIÓN

La presente ley tiene por finalidad prohibir y sancionar la apología y
exaltación al terrorismo, así como cualquier forma de conmemoración,
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homenaje o reconocimiento a personas responsables de violaciones al
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho
Internacional Humanitario, narcotráfico y actos terroristas, promoviendo
una cultura de respeto a los derechos humanos, la memoria histórica,
respeto a la Constitución y acatamiento de la Ley. Este proyecto responde
a la necesidad de proteger y garantizar la integridad, la dignidad y el
honor de las víctimas de estos actos atroces, estableciendo herramientas
jurídicas efectivas que prevengan conductas que puedan generar nuevos
hechos victimizantes.

En este sentido, se busca identificar, sancionar y evitar toda
manifestación que promueva, justifique o legitime a personas o grupos
responsables de cometer actos de terrorismo, narcotráfico, violaciones
al Derecho Internacional de los Derechos Humanos o infracciones al
Derecho Internacional Humanitario. Este marco incluye tanto a grupos de
delincuencia organizada, como a grupos armados al margen de la ley y
organizaciones terroristas, sean estas de carácter nacional o extranjero,
aún en los casos en que dichas estructuras hayan sido desarticuladas.

El fortalecimiento del orden jurídico en esta materia no solo constituye
una
herramienta para prevenir la repetición de estos crímenes, sino que envía
un mensaje claro sobre el compromiso del Estado colombiano con la
justicia, la memoria y los derechos de las víctimas, así como con la
construcción de una sociedad basada en los principios de legalidad,
convivencia pacífica y rechazo absoluto a la violencia en cualquiera de
sus formas.

Con este proyecto de ley se busca erradicar cualquier discurso o
manifestación que ponga en peligro la estabilidad institucional, enaltezca
a quienes han atentado contra el Estado de Derecho o trivialice el dolor
de quienes han sufrido los embates del terrorismo. De esta forma se
pretende fortalecer el respeto mutuo de la sociedad, donde se protejan
los valores fundamentales como nación que es Colombia.

Bajo ningún punto de vista moral puede ser dado como aceptable para la
sociedad colombiana que se rinda algún tipo de homenaje a personas o
grupos encargados de extinguir la vida de otros, de reclutar menores,
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1 Idéntico mandato es encontrado en la Resolución 2005/35, de la Comisión de Derechos Humanos
de la ONU, del 19 de abril de 2005.

colocar bombas, realizar secuestros masivos y exhibir a los secuestrados
como tesoros.

Eliminando la apología y exaltación al terrorismo, así como otras
actividades constitutivas de hechos victimizantes, se busca materializar
la garantía de no repetición, pues se le envía a la sociedad el mensaje
correcto, y es que esas

conductas no son dignas de orgullo, por el contrario, deben generar todo
el repudio y sanción social. Respecto a la garantía de no repetición, la
Corte Constitucional en Sentencia T-595 de 2013 estableció:

“La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado una
prolija, pacífica y reiterada jurisprudencia en materia de
reconocimiento y protección de los derechos de las víctimas de graves
violaciones de los derechos humanos consagrados en la Convención
Americana de Derechos Humanos, esencialmente respecto de los
derechos a la justicia, a la verdad, a la reparación y a la garantía de
no repetición, los cuales, para la CIDH se encuentran en una relación
de conexión intrínseca. Sobre los derechos de las víctimas de graves
violaciones de derechos humanos reconocidos y protegidos por la
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos esta
Corporación ha extraído sus propias conclusiones”.

La Resolución 60/147 de la Asamblea General de Naciones Unidas del 16
de diciembre de 20051, indica que,

“Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su
dignidad y sus derechos humanos, y han de adoptarse las medidas
apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico y
psicológico y su intimidad, así como los de sus familias. El Estado
debe velar por que, en la medida de lo posible, su derecho interno
disponga que las víctimas de violencia o traumas gocen de una
consideración y atención especiales para que los procedimientos
jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder
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2 En la misma Resolución, la Asamblea General precisó que, para efectos de la misma, se entendía
como víctima “toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, incluidas
lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial
de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una
violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o una violación grave
del derecho internacional humanitario.”
3 ARTÍCULO 4°. DIGNIDAD. El fundamento axiológico de los derechos a la verdad, la justicia y la
reparación, es el respeto a la integridad y a la honra de las víctimas. Las víctimas serán tratadas
con consideración y respeto, participarán en las decisiones que las afecten, para lo cual contarán
con información, asesoría y acompañamiento necesario y obtendrán la tutela efectiva de sus
derechos en virtud del mandato constitucional, deber positivo y principio de la dignidad. El
Estado se compromete a adelantar prioritariamente acciones encaminadas al fortalecimiento de
la autonomía de las víctimas para que las medidas de atención, asistencia y reparación
establecidas en la presente ley, contribuyan a recuperarlas como ciudadanos en ejercicio pleno
de sus derechos y deberes.

4 ARTÍCULO 25. DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL. Las víctimas tienen derecho a ser
reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han
sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley. La
reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y

una reparación no den lugar a un nuevo trauma.”2

reconocidos como principios básicos sobre el derecho de las víctimas de
manifiestas violaciones de las normas internacionales de derechos
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario
a interponer recursos y obtener reparaciones.

A renglón seguido, la citada Resolución prevé que las víctimas tienen
derecho a disponer de recursos, lo que implica: i) el acceso igual y
efectivo a la justicia; ii) la reparación adecuada, efectiva, rápida,
proporcional, y que puede incluir medidas de restitución, indemnización,
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición; y iii) al acceso
a la información pertinente sobre las violaciones y mecanismos de
reparación, garantía dentro de la cual se prevé el derecho a la verdad.

Estos postulados básicos, elevados a categoría de principio, establecen y
fundamentan la obligación de los Estados de brindar a las víctimas de
crímenes graves las condiciones necesarios para superar los hechos que
las afectaron, protegiendolas de cualquier situación que pueda vulnerar
sus derechos, comprometer su seguridad, afectar su privacidad o
representar un trato discriminatorio o lesivo para su dignidad.

En Colombia no existe una norma explícita que prohíba actos de
exaltación o conmemoración de personas vinculadas a violaciones de
derechos humanos o delitos como narcotráfico y terrorismo. Sin embargo,
los artículos 43 y 254 de la Ley 1448 de 2011, que establece medidas de
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garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica.
Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de
la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante.

atención y reparación a las víctimas del conflicto armado, pueden
interpretarse como base para rechazar tales manifestaciones. Estos
artículos reconocen el derecho de las víctimas a ser tratadas con
dignidad, respeto a su integridad y honra, y a recibir una reparación
integral, lo que incluye garantías de no
repetición a nivel individual, colectivo, material, moral y simbólico.

II. DERECHO COMPARADO

Con el objetivo de proteger a las víctimas y garantizar el respeto a su
dolor y a su memoria, así como con el propósito de enviar un mensaje a
la sociedad, tendiente a que los actos de barbarie no deben ser tolerados
y que, por el contrario, merecen todo el reproche social a sus actores,
muchos Estados han establecido herramientas jurídicas para sancionar la
exaltación y/o apología al terrorismo, a continuación tenemos unos
ejemplos:

2.1. Italia:
El ordenamiento jurídico italiano, a través del artículo 4 de la Legge 20
giugno 1952, castiga con prisión y multa la apología del fascismo,
conducta que se materializa en actos de enaltecimiento o propaganda
con dicha finalidad.

La norma establece que la apología del fascismo se materializa a través
de conductas que buscan enaltecer, reivindicar o justificar de manera
pública la ideología fascista o sus símbolos, especialmente cuando estas
acciones tengan como finalidad promover el resurgimiento de
movimientos que sigan sus postulados. Este tipo de medidas legales no
solo buscan disuadir la glorificación de regímenes opresivos, sino también
garantizar la convivencia democrática, la paz social y el respeto por las
víctimas de dichos sistemas.

La Ley Scelba es un ejemplo de cómo un Estado puede adoptar medidas
concretas para proteger la memoria colectiva y evitar que ideologías
autoritarias vuelvan a amenazar el orden democrático. Además, refleja
un consenso ético y jurídico respecto a la inadmisibilidad de discursos
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5 El artículo 9º de este Estatuto del Tribunal de Núremberg (1945) prescribía:
Artículo 9
En el juicio de aquella persona o personas miembros de algún grupo u organización, el Tribunal
podrá declarar (en relación con cualquier acto por el que dicha persona o personas puedan ser
castigados) que el grupo u organización a la que pertenecía la citada persona o personas era una
organización criminal.

Una vez recibido el Escrito de Acusación, el Tribunal hará las notificaciones que estime
convenientes si estima que la acusación pretende que el Tribunal haga tal declaración, y cualquier
miembro de la organización tendrá derecho a solicitar al Tribunal permiso para ser oído por el
mismo respecto de la cuestión de la naturaleza criminal de la organización.

El Tribunal estará facultado para acceder a la petición o denegarla. En caso de acceder, el
Tribunal podrá indicar
la forma en que serán representados y oídos los solicitantes.

que trivialicen o legitimen la violencia, la discriminación y la supresión
de derechos fundamentales inherentes a regímenes fascistas.

2.2. Francia:
La ley penal de Francia sanciona, en el artículo R645-1, la “muestra o
exhibición de cualquier uniforme, insignia o emblema” alusivas a
organizaciones que hayan sido declaradas como ilegales con fundamento
en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional –como el partido nazi—5.

Este tipo de disposiciones tiene como objetivo evitar la revitalización de
ideologías peligrosas que puedan alterar el orden público, incitar a la
violencia o incluso, con el tiempo, desestabilizar el sistema democrático.
Así, se impide que estas ideologías ganen visibilidad o apoyo, reduciendo
su impacto en la sociedad.

2.3. Alemania:
Por su parte, el Estado alemán, a tráves de los artículos 86 y 86a del
código
penal, castiga los actos de propaganda de organizaciones
anticonstitucionales –como el partido nazi—, así como la exhibición de
símbolos, alusivos a estas, tales como banderas o realizar públicamente
el
saludo nazi.

Los artículos 86 y 86a del Código Penal alemán (Strafgesetzbuch, StGB)
representan un pilar fundamental en la defensa del orden democrático y
constitucional de Alemania, y su aplicación refleja una respuesta jurídica
clara a los crímenes históricos del nazismo y a la prevención de su
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resurgimiento. Estos artículos no solo prohíben la propaganda y los
símbolos de organizaciones anticonstitucionales, como el Partido
Nacionalsocialista (nazi), sino que también simbolizan un compromiso
ético y legal con la memoria histórica y la protección de los valores
democráticos.

2.4. España:
El ordenamiento jurídico del Reino de España, por medio de la ley 29 del
22 de septiembre de 2011, sobre el Reconocimiento y Protección Integral
a las Víctimas del Terrorismo, relativo a la defensa del honor y la
dignidad de las víctimas, establece en su artículo 60, la prohibición a la
exhibición pública de monumentos, escudos, insignias, placas y otros
objetos o menciones conmemorativas, individual o colectivo del
terrorismo, de los terroristas o de las organizaciones terroristas, así como
la celebración pública de actos que entrañen descrédito, menosprecio o
humillación de sus víctimas o de los familiares de estas.

En conjunto, estas medidas buscan erradicar la glorificación del
terrorismo, proteger a las víctimas y garantizar que no se repita la
exaltación de los actos de violencia en la sociedad. El objetivo es asegurar
que los responsables del terrorismo no sean vistos como héroes o figuras
de admiración, sino como personas que cometieron crímenes graves que
deben ser condenados, mientras se otorga el respeto y la dignidad que las
víctimas merecen.

III. DE LA VIOLENCIA EN COLOMBIA

3.1. Antecedentes recientes (2025-2026)

Estos riesgos no son hipotéticos ni pertenecen únicamente al pasado. En
los últimos dos años se han presentado episodios concretos que ilustran
la vigencia y la urgencia de esta regulación:

En abril de 2025, con ocasión de un nuevo aniversario del nacimiento del
M-19, se realizaron actos conmemorativos en Bogotá y otras ciudades del
país. Ante ello, se advirtió públicamente que el M-19, las FARC, el ELN y
el Clan del Golfo son organizaciones que no deberían recibir ningún tipo
de homenaje, por tratarse de estructuras responsables de secuestros,
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atentados y hechos de violencia que dejaron miles de víctimas,
calificando estos actos como “sinónimo de muerte y criminalidad, no de
paz”.

Meses antes, en febrero y marzo de 2025, banderas del M-19
reaparecieron en una alocución presidencial y en marchas convocadas
desde el propio Gobierno Nacional, lo que generó un amplio rechazo por
tratarse de símbolos asociados a una organización responsable, entre
otros hechos, de la toma y posterior retoma armada del Palacio de
Justicia en 1985. Este episodio ilustra con particular claridad el riesgo
que busca prevenir el artículo 2° del presente proyecto, al prohibir
expresamente los actos de exaltación “de carácter estatal”.

Más recientemente, en julio de 2026 apareció en la ciudad de Medellín
un mural atribuido al Ejército de Liberación Nacional (ELN), lo que llevó
a la Alcaldía a ordenar su cubrimiento inmediato. Este hecho, ocurrido
apenas semanas antes de la radicación del presente proyecto, confirma
que la exaltación pública de organizaciones terroristas —lejos de ser un
fenómeno superado— continúa manifestándose en el espacio público
colombiano y exige una respuesta legislativa oportuna.

3.2. Magnitud histórica del conflicto armado

Durante más de 60 años, Colombia ha sido víctima de las acciones
violentas y criminales de grupos terroristas como las FARC-EP, ELN, M-19,
EPL, ERP, así como de organizaciones criminales como el Clan del Golfo
y muchas otras estructuras ilegales. Estos grupos han llevado a cabo
estrategias sistemáticas para proyectar una imagen altruista y engañosa
ante la sociedad, pretendiendo justificar sus acciones bajo el pretexto de
supuestas causas sociales. Sin embargo, la realidad es que se trata de
organizaciones responsables de cometer delitos de guerra, crímenes de
lesa humanidad y graves violaciones a los derechos humanos, sin reparar
de manera adecuada o justa a las miles de víctimas que han dejado a su
paso.

La exaltación de figuras como alias "Tirofijo", "Mono Jojoy", "Jesús
Santrich" "Raúl Reyes" y "Camilo Torres” entre otros líderes criminales de
las FARC, así como el uso de símbolos asociados a estas organizaciones,
tales como banderas, brazaletes y accesorios vinculados a su actividad
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6 Señala la entidad que los datos correspondientes al periodo que va desde 1944 a 1957 están en
proceso de integración al OMC, toda vez que esta tarea fue comenzada bajo la actual
administración y para su consolidación e inclusión definitiva se requiere de un proceso dispendioso
y riguroso de validación que precisa un tiempo para su publicación.

criminal, han servido para distorsionar la verdad histórica del país. Este
tipo de exaltaciones no sólo menoscaban la memoria de las víctimas, sino
que además contribuyen a perpetuar la ideología de estos grupos,
fomentando el resurgimiento de movimientos que atentan contra la
estabilidad institucional y la paz de la nación.

En respeto a las víctimas del conflicto armado y en aras de proteger la
memoria histórica de Colombia, es indispensable adoptar medidas
legislativas que prohíban y sancionen la apología y exaltación del
terrorismo. Así como otros países han implementado normativas que
impiden este tipo de conductas, Colombia debe actuar con firmeza para
garantizar que ninguna manifestación pública o privada glorifique a
quienes han atentado contra la vida, la libertad y la dignidad de los
ciudadanos. Esta iniciativa no solo busca preservar la verdad histórica,
sino también evitar que las nuevas generaciones sean influenciadas por
narrativas que trivialicen o justifiquen el sufrimiento causado por estos
grupos terroristas.

Colombia es un país con una proliferación de grupos armados ilegales a lo
largo de su historia que ha dejado un rastro de sangre y muerte. Según
respuesta del Centro Nacional de Memoria Histórica con radicado No.
202411061007078-1 del 06 de noviembre de 2024, a través del
Observatorio de Memoria y Conflicto (OMC)6, se contabilizan las siguientes
víctimas:

1. Entre el periodo comprendido entre 1944 y 1957: 2.620 víctimas fatales
y 1.922 combatientes muertos, para un total de 4.542.

2. Entre el periodo comprendido entre 1958 y 1984: 10.265 civiles muertos
y 4.977 combatientes muertos, para un total de 15.242 víctimas.

3. Desde 1985 hasta la actualidad: 210.085 civiles muertos y 44.709
combatientes muertos, para un total de 254.794.

Ahora, la entidad reporta que, desde 1985 hasta la actualidad, ha
documentado un total de 28.928 hechos de secuestros que han dejado
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35.547 víctimas y 241 hechos de atentados terroristas. Además, en el
mismo periodo de tiempo ha documentado un total de 771 víctimas
fatales y 3.842
personas heridas en hechos de atentados terroristas.

De acuerdo con cifras oficiales aportadas por la Unidad para la Atención
y Reparación a las Víctimas, a corte 1 de octubre de 2024 se reportan un
total de 1.058.429 víctimas fatales de acuerdo con el RUV:

Además, el RUV reporta un total de 9.744.901 víctimas por los siguientes
hechos victimizantes:
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IV. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA.

4.1. Deber del Estado y derecho de las víctimas de graves delitos a la
memoria histórica.

En contextos de violencia y atrocidades, como las ocurridas durante la
Segunda Guerra Mundial, la memoria histórica es esencial para evitar la
repetición de los crímenes y dignificar a las víctimas. Diversos Estados
han incorporado normativas que proscriben la glorificación de regímenes
represivos y reconocen su deber de preservar la memoria como
herramienta
de reparación y prevención.

En el artículo 143 la Ley 1448 de 2011 se establece el Deber de Memoria
del
Estado, que se traduce “en propiciar las garantías y condiciones
necesarias para que la sociedad, a través de sus diferentes expresiones…,
puedan avanzar en ejercicios de reconstrucción de memoria como aporte
a la realización del derecho a la verdad del que son titulares las víctimas
y la sociedad en su conjunto.”

Dicho de otra forma, el Estado colombiano está en la obligación de llevar
a
cabo e incentivar acciones sociales que tengan como propósito (i) servir
de
tributo o reconocimiento a las víctimas de los graves de los crímenes, y
(ii) hacer las veces de garantía de no repetición, y en ningún caso,
permitir homenajes, celebraciones o exaltaciones a sus victimarios.

La Corte Constitucional y la Corte Interamericana de Derechos Humanos
han reconocido la memoria histórica como un derecho de las víctimas,
con
dimensiones individuales y colectivas. Este derecho incluye el
reconocimiento de las víctimas como tales, evitando su culpabilización,
y fomenta la superación de narrativas que justifican actos contrarios a
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7 Corte Constitucional. Sentencia T-391-07. M.P.: Manuel Jose Cepeda.

los derechos humanos. En su dimensión colectiva, la memoria histórica
busca confrontar y corregir discursos que invisibilizan los crímenes y sus
consecuencias.

Finalmente, el deber del Estado en la memoria histórica no solo implica
reparar a las víctimas, sino también prevenir manifestaciones que nieguen
los crímenes, aunque estas puedan entrar en conflicto con derechos como
la libertad de expresión. Ante este problema, el deber estatal debe
priorizar la protección y dignidad de las víctimas, asegurando que la
memoria histórica contribuya al reconocimiento y aprendizaje colectivo.

4.2. Límites al derecho a la libre expresión como mecanismo de
protección a las víctimas del terrorismo.

La Constitución Política de 1991 protege la libertad de expresión. Empero,
dicha protección, como la de todo derecho, no es absoluta, sino que se
encuentra limitada cuando entra en conflicto con los derechos de los
demás. En este caso, la libertad de expresión encuentra su límite en el
respeto hacia las víctimas, su derecho a la dignidad, a la reparación, no
repetición y a no sufrir de hechos revictimizantes.

De hecho, la Corte Constitucional ha expresado que este derecho
fundamental pudiera verse limitada con “las causales que, de
conformidad
con los tratados internacionales que obligan a Colombia, podrían
eventualmente justificar limitar la libertad de expresión en casos
concretos, a saber: la preservación de la seguridad, el orden público, la
salud o la moral
públicas y los derechos de los demás. Estos componentes del interés
público,
sin embargo, están sujetos a una interpretación no expansiva sino
altamente restrictiva. Ello implica que el interés público ha de
materializarse en un interés puntualmente definido para evitar que
categorías de interés público demasiado amplias terminen por erosionar
la libertad de expresión”7
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8 Corte Constitucional. Sentencia T-243-2018. M.P.: Diana Fajardo Rivera.9 Se secuestró algunas entrevistas a un miembro de la RAF (Rote Arme Fraktion) como medida
para evitar ereclutamiento de miembros y seguidores de estos grupos.

En el desarrollo constitucional de este derecho, este alto tribunal también
ha expresado: “Por su parte, de la libertad de expresión se exige que
diferencie hechos de opiniones, y en la medida en que incluya supuestos
fácticos equivocados o falsos, puede ser sometida a rectificación.
También se encuentran prohibidas las apologías al racismo, al odio, a la
guerra, y la pornografía infantil. Con todo, ambas libertades deben
ejercerse responsablemente, pues no pueden irrespetar los derechos de
los demás.”8

De la basta jurisprudencia que de la Corte Constitucional sobre el
desarrollo del derecho a la libre expresión, podemos encontrar las
siguientes limitantes:

(i) La propaganda en favor de la guerra
(ii) La apología del odio nacional, racial, religioso o de otro tipo de odio
que
constituya incitación a la discriminación, la hostilidad, la violencia contra
cualquier persona o grupo de personas por cualquier motivo (modo de
expresión que cobija las categorías conocidas comúnmente como discurso
del odio, discurso discriminatorio, apología del delito y apología de la
violencia)
(iii) La pornografía infantil.
(iv) La incitación directa y pública a cometer genocidio.

Dichas limitantes encuentran sustento en lo expresado por la Corte en la
sentencia T-391 de 2007 donde se expresó que la libertad de expresión
no es absoluta en ninguna de sus manifestaciones y que, por el contrario,
puede ser sujeta de limitaciones legales para “preservar otros derechos,
valores e intereses constitucionalmente protegidos”.

Incluso, el TEDH ha admitido la restricción a la libertad de expresión en
cuanto a conductas calificadas como de apología y exaltación al
terrorismo como ocurrió en el caso “Hogefeld V. Germany”9 y la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha proferido numerosos fallos en
los que ha delimitado el espectro práctico de este derecho, estableciendo
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10 Libertad de pensamiento y libertad de expresión.

correlativos límites al poder regulatorio de los Estados; entre las más
importantes de estas providencias en los siguientes casos: (i) La Última
Tentación de Cristo (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, 2001; (ii) Ivcher
Bronstein Vs. Perú, 2001; (iii) Herrera Ulloa vs. Costa Rica, 2004; (iv)
Ricardo Canese vs. Paraguay, 2004; (v) Palamara Iribarne vs. Chile, 2005;
(vi) Claude Reyes y otros vs. Chile, 2006; (vii) Kimel vs Argentina, 2008;
(viii) Tristán Donoso vs. Panamá, 2009; (ix) Ríos y otros vs. Venezuela,
2009; (x) Perozo y otros vs. Venezuela, 2009.

La posición de la CIDH no debe sorprendernos, el numeral 5, del artículo
1310 de la Convención Americana de señala que:

”5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y
toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan
incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra
cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los
de raza, color, religión, idioma u origen nacional.”

La Corte Constitucional ha precisado que la libertad de expresión puede
restringirse en casos de discursos que inciten al odio, la discriminación,
la violencia, el terrorismo, o la apología de delitos. Estas restricciones
son coherentes con los compromisos internacionales que buscan preservar
el orden público, la seguridad y los derechos de las víctimas.

La exaltación pública de personas responsables de violaciones graves,
como terrorismo o narcotráfico, genera revictimización, afecta la
dignidad de las víctimas y obstaculiza la reconciliación nacional. Limitar
este tipo de expresiones se justifica para proteger la memoria histórica
y el deber estatal de promover una convivencia basada en el respeto.

V. ALCANCE Y JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO.

Con esta iniciativa legislativa se busca garantizar la dignidad, honra e
integridad de las víctimas de violaciones al Derecho Internacional de los
Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario,
narcotráfico y actos terroristas. Por lo cual se establece la prohibición de



19

Edificio Nuevo del Congreso, Oficina 408B y 409BAlejandro.murcia@camara.gov.co

conmemoraciones públicas que exalten a los responsables de dichos
crímenes, en reconocimiento del deber estatal de preservar la memoria
histórica y proteger los derechos de las víctimas, conforme a compromisos
internacionales asumidos por Colombia.

El Proyecto de Ley incluye medidas administrativas y disciplinarias para
prevenir y sancionar actos que honren a organizaciones criminales,
incluso después de su desarticulación, y a individuos responsables de
delitos graves.

Este marco jurídico responde a casos recientes de homenajes y apologías
públicas que invisibilizan la tragedia de las víctimas, perpetúan el
sufrimiento
y desdibujan responsabilidades históricas. Lejos de contribuir a la
reconciliación, tales expresiones contrarían los principios de verdad,
justicia y reparación.

Preservar la memoria nacional es esencial para prevenir el resurgimiento
de subculturas ilícitas que han afectado profundamente al país. Este
esfuerzo requiere el compromiso firme de la sociedad y las autoridades
para evitar actos que perpetúen la victimización o distorsionen la historia,
garantizando un legado que privilegie la dignidad de las víctimas y
desincentive la exaltación de la criminalidad.

VI. PROPORCIONALIDAD Y NATURALEZA DE LA LEY

El presente proyecto se tramita como ley ordinaria y no como ley
estatutaria. Si bien el artículo 152 de la Constitución Política reserva a
este tipo de leyes la regulación del núcleo esencial de los derechos
fundamentales, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado
que dicha reserva opera de manera excepcional, cuando la norma regula
de forma general, estructural y directa el ejercicio de un derecho
fundamental, y no cuando se limita a desarrollar aspectos específicos y
periféricos del mismo, conservándose la regla general a favor del
legislador ordinario.

El presente proyecto no regula de manera general la libertad de expresión
ni el derecho de reunión: se limita a prohibir una categoría específica y
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estrechamente definida de conductas —la apología y exaltación pública
de organizaciones responsables de terrorismo, narcotráfico o graves
violaciones a los derechos humanos—, en línea con las restricciones que
la propia Constitución (artículo 20) y la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (artículo 13.5) admiten frente a la propaganda de
guerra y la apología del odio. A ello se suman las excepciones expresas
incorporadas en el artículo 2°, parágrafo 1°, que salvaguardan el ejercicio
periodístico, académico, artístico y los actos propios de la justicia
transicional, lo cual acota el alcance de la norma a su núcleo
estrictamente necesario y proporcional.

No obstante lo anterior, dada la naturaleza de los derechos involucrados,
se sugiere que la Mesa Directiva y las Comisiones competentes evalúen,
durante el primer debate, si resulta pertinente surtir el trámite adicional
propio de las leyes estatutarias, incluyendo la revisión previa de
constitucionalidad ante la Corte Constitucional, con el fin de blindar la
iniciativa frente a eventuales demandas por vicios de procedimiento.

VII. IMPACTO FISCAL

En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, se precisa que el
presente Proyecto de Ley no genera impacto fiscal que implique
modificación al Marco Fiscal de Mediano Plazo, como quiera que su
implementación no demanda la creación de nuevas plantas de personal,
entidades, ni apropiaciones presupuestales distintas a las ya asignadas a
las entidades competentes para el ejercicio de sus funciones de vigilancia
y control.

VIII. CONFLICTO DE INTERESES

De conformidad con el artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, que modificó
el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, se advierte que el presente Proyecto
de Ley no genera beneficio particular, actual o directo a favor de los
congresistas que participen en su discusión y votación, por lo que, en
principio, no se advierten circunstancias que configuren conflicto de
intereses. Lo anterior no exime a cada congresista del deber de evaluar
su situación particular y manifestar el impedimento a que haya lugar, de
conformidad con la ley.
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Atentamente,

PEDRO ALEJANDRO MURCIA LAMPREA

Representante a la Cámara por los colombianos en el Exterior

Partido Centro Democrático

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara

_________________________ ________________________
Representante a la Cámara Representante a la Cámara
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